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la Jueza Romero García y el Juez Torres Ramírez  

 
Torres Ramírez, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 25 de septiembre de 2018. 

I. 

Comparece ante nos la señora Marilyn López Rodríguez, en 

representación de los menores de edad Sebastián Andrés Martínez 

López y Claudia Sofía Martínez López (parte peticionaria), mediante 

una petición de certiorari, en la que impugnó una Resolución dictada 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Fajardo. En el 

dictamen recurrido, entre otras cosas, el foro primario declaró no ha 

lugar una solicitud de desestimación de la demanda por falta de 

parte indispensable y autorizó el emplazamiento por edicto de 

Ayleen Martínez Ramos. 

La petición de certiorari fue acompañada por una Moción en 

Auxilio de Jurisdicción a tenor con la Regla 79 del Reglamento del TA. 

La moción fue denegada mediante una Resolución emitida el 22 de 

agosto de 2018, por incumplimiento con la Regla 79(E) del Tribunal 
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de Apelaciones.1 No obstante, dada la naturaleza del error imputado, 

ordenamos a la parte recurrida, el Municipio de Culebra (Municipio), 

a comparecer ante este Tribunal en un término de diez (10) días.  

Al día siguiente, 23 de agosto de 2018, la parte peticionaria 

presentó una Segunda Moción en Auxilio de Jurisdicción a tenor con 

la Regla 79 del Reglamento del TA. En dicha moción, subsanó el 

error en la notificación cometido previamente. Así las cosas, el 

mismo 23 de agosto de 2018, emitimos una Resolución en la que 

declaramos “ha lugar” la moción aludida y ordenamos la 

paralización de los procedimientos ante el TPI. 

El 31 de agosto de 2018, el Municipio de Culebra presentó su 

Alegato en Oposición. Con el beneficio de la comparecencia de las 

partes, procedemos a reseñar el tracto procesal del caso que nos 

ocupa. 

II. 

El 9 de marzo de 2018, el Municipio de Culebra presentó una 

demanda sobre sentencia declaratoria y desahucio en contra de la 

Sucesión de la señora Carmen Resto García, compuesta por: Alfredo 

Roberto Martínez Amador, Ayleen Martínez Ramos, Estefan 

Alejandro Martínez López, Sebastián Andrés Martínez López y 

Claudia Sofía Martínez López. Estos últimos dos son menores de 

edad, por lo que se incluyó como demandada a su señora madre, 

Marilyn López Rodríguez.2 

En la demanda, el Municipio adujo que la señora López 

Rodríguez solicitó, en representación de la señora Carmen Resto 

García, que se le otorgara una certificación de título sobre el lote #18 

del Barrio Resaca, del referido municipio. Sustentó su pedido con 

un contrato de compraventa con fecha del 10 de junio de 1985. El 

Municipio le cursó una misiva a la señora López en la que le informó 

                                                 
1 La parte peticionaria no notificó simultáneamente de la presentación de la 

moción de auxilio de jurisdicción a la parte recurrida, Municipio de Culebra. 
2 Véase apéndice, pág. 1 
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que no tenía derecho a que se expidiera certificación de título 

alguna, que se trataba realmente del solar #99 de las parcelas 

municipales conocidas como Villa Muñeco. El Municipio le ordenó 

cesar y desistir de cualquier acto de dominio o de administración 

sobre el referido solar. Presuntamente, la señora López manifestó 

que adquirió el predio de terreno por la figura de usucapión 

extraordinaria, desde que lo adquirió la fenecida Carmen Resto, el 

10 de junio de 1985. 

Según surge de la demanda, el Municipio negó que se hayan 

configurado los requisitos de la usucapión extraordinaria. Ello 

porque, al 10 de junio de 1985, el terreno en cuestión pertenecía a 

la Marina de Estados Unidos. El Municipio argumentó que la 

usucapión no operaba en contra el Gobierno de Estados Unidos.3 

De modo que, a su juicio, el término debía contar a partir del 26 de 

abril de 1988, fecha en que la propiedad fue traspasada al Municipio 

de Culebra. A partir de esta fecha, la parte peticionaria no cumplía 

con el término de 30 años para adquirir mediante la figura aludida. 

De otra parte, el Municipio alegó que del propio “contrato de 

compraventa” se desprende que la compradora estaba consciente de 

que le terreno era propiedad de la Marina de los Estados Unidos y/o 

el Municipio de Culebra. Igualmente, el Municipio alegó en la 

demanda que, de la Escritura de Testamento Abierto, la fenecida 

Carmen Resto reconoció que el solar en cuestión pertenece al 

Municipio de Culebra. Por esto, el Municipio sostuvo que la señora 

Resto nunca poseyó el solar en calidad de dueño.  

En fin, el Municipio alegó en la demanda que la parte 

peticionaria adquirió una estructura de un edificante de mala fe, 

que no posee derecho alguno sobre el lote de terreno y no tiene 

derecho a que se le resarza por el valor de la estructura edificada. 

                                                 
3 A esos efectos, el Municipio citó el caso de Administración de Terrenos v. SLG 
Rivera-Morales, 187 DPR 15 (2012). 
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Solicitó al tribunal que, declare que la titularidad del terreno le 

pertenece al Municipio, y luego, declare con lugar el desahucio.4  

El mismo día en que se presentó la demanda, 9 de marzo de 

2018, se expidieron los emplazamientos. Sin embargo, el 4 de abril 

de 2010, el Municipio presentó una Moción para que se autorice 

Emplazamiento por Edictos. Allí, el Municipio informó que el 20 de 

marzo de 2018, fueron emplazados los codemandados Alfredo 

Roberto Martínez Amador, y los menores Claudia Sofía y Sebastián 

Andrés Martínez López, ambos por conducto de su madre, la señora 

Marilyn López Rodríguez. No obstante, el Municipio detalló los 

pormenores de la emplazadora para entregarles el emplazamiento a 

los menores personalmente, ya que ambos son mayores de 14 años. 

Igualmente, la emplazadora no pudo emplazar al otro hijo de la 

señora López Rodríguez, Estefan Alejandro Martínez López. Junto 

con la moción, el Municipio acompañó la declaración jurada de la 

emplazadora, quien aseguró que, al momento de emplazar a los 

menores, la señora López se mostró molesta. Sostuvo que visitó la 

residencia en varias ocasiones y a distintas horas y que nadie la 

quiso atender. El Municipio concluyó que la señora López estaba 

escondiendo a los menores de edad para evitar ser emplazados. 

En cuanto a la codemandada Ayleen Martínez Ramos, el 

Municipio informó que, luego de la correspondiente investigación, 

advino en conocimiento de que la codemandada reside en West Palm 

Beach, en Florida, USA. Por consiguiente, el Municipio solicitó 

emplazar por edictos a los menores Claudia Sofía y Sebastián 

                                                 
4 Junto con la demanda, se acompañó la Escritura Número 1 de Testamento 

Abierto otorgado por Carmen Resto García; una carta del 21 de abril de 2016 

dirigida al Director de la Ordenación Territorial del Municipio de Culebra y 
suscrita por la señora Marilyn López Rodríguez; un “Contrato de Compraventa” 

suscrito por el señor Robert Creque y su esposa Sofía Carrión, y por la señora 

Carmen Resto, a manuscrito, el 10 de junio de 1985; una misiva dirigida a la 

señora Carmen Resto p/c de la señora Marilyn López Rodríguez, de cese y desista; 

declaración jurada del Director de la Oficina de Ordenamiento Territorial del 
Municipio de Culebra y un plano de inscripción; Certificación del Registro de la 

Propiedad; Escritura Número 68 de Segregación; y declaración jurada del señor 

Félix M. Caraballo Rodríguez. 
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Andrés Martínez López, al joven Estefan Alejandro Martínez López y 

a la señora Ayleen Martínez Ramos. 

El 12 de abril de 2018, el Tribunal ordenó al Municipio a 

presentar un proyecto de orden y emplazamiento por edicto.5 En 

cumplimiento con lo ordenado, el 7 de mayo de 2018, el Municipio 

presentó una Moción en Cumplimiento de Orden, mediante la cual 

acompañó el Proyecto de Orden y Emplazamiento por Edicto. 

Posteriormente, el 14 de mayo de 2018, el TPI ordenó al recurrido a 

proveer otro proyecto de orden “en donde el espacio para la firma del 

juez no ubique en página aislada.”6 Nuevamente, el 17 de mayo de 

2018, el Municipio presentó una segunda Moción en Cumplimiento 

de Orden, según solicitado por el foro primario. 

No obstante, el 21 de mayo de 2018, la señora López 

Rodríguez, en representación de los menores Sebastián Andrés 

Martínez López y Claudia Sofía Martínez López, presentó una 

Solicitud de Desestimación de la Demanda por Nulidad de 

Emplazamientos. Sostuvo que los emplazamientos realizados a los 

menores no se diligenciaron conforme a derecho, por no entregársele 

copia a los menores personalmente, conforme lo exige la Regla 4.4 

de Procedimiento Civil, para menores con 14 años o más. Por 

consiguiente, adujo que el emplazamiento realizado es nulo y la 

demanda debía desestimarse en contra de ambos por falta de 

jurisdicción.  

Entretanto, el 24 de mayo de 2018, el foro a quo resolvió la 

segunda Moción en Cumplimiento de Orden, presentada por el 

Municipio, de la siguiente manera: “Con lugar, se da por cumplida 

la orden del Tribunal.”7 Empero, el TPI no ordenó a la secretaría a 

expedir los correspondientes emplazamientos por edictos. 

                                                 
5 Véase Anejo 3, página 38 del Apéndice de la petición de certiorari, orden 

notificada el 18 de abril de 2018. 
6 Véase Anejo 5, página 40 del Apéndice de la petición de certiorari, orden 

notificada el 14 de mayo de 2018. 
7 Véase Anejo 8, página 46, ibidem, notificada el 31 de mayo de 2018. 
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El 13 de junio de 2018, la señora López Rodríguez presentó 

una Moción sobre Nulidad de Emplazamiento del Menor Sebastián 

Andrés Martínez López. Allí, adujo que el menor fue emplazado con 

un documento en el cual no constaba al dorso la persona que lo 

emplazó, el lugar, el modo, ni la fecha del referido diligenciamiento. 

Ello en contravención a la Regla 4.4 de Procedimiento Civil y la 

jurisprudencia interpretativa. Por consiguiente, solicitó que se 

declarase nulo el referido emplazamiento. 

El TPI pautó una vista para el 1ero de agosto de 2018. Previo 

a ello, el 5 de julio de 2018, el Municipio presentó una Moción en 

Oposición a Nulidad Emplazamiento de Sebastián Martínez, Moción 

complementaria a oposición a Desestimación por Nulidad de 

Emplazamientos y reiterando que se autorice emplazamiento por 

edictos en cuanto a Ayleen Martínez Ramos. Informó que los 

términos para culminar los trámites para el emplazamiento personal 

vencían el 7 de julio de 2018. A esos efectos, sostuvo que luego de 

varios intentos, logró emplazar el 9 de junio de 2018, al menor de 

20 años, Sebastián Andrés Martínez López. Luego, el 2 de julio de 

2015, el menor fue emplazado nuevamente, esta vez con el 

diligenciamiento debidamente cumplimentado. Asimismo, informó 

que el 29 de junio de 2018, emplazó personalmente a los menores 

Claudia Sofía y Estefan Alejandro Martínez López. En virtud de lo 

anterior, adujo que ya los menores habían sido emplazados 

personalmente conforme a derecho, por lo que no procedía la 

nulidad de sus emplazamientos. 

De otra parte, el Municipio sostuvo que únicamente quedaba 

por emplazar a la señora Ayleen Martínez Ramos, la cual, 

previamente había informado que se encontraba fuera de Puerto 

Rico. En cuanto a esta codemandada, reiteró su solicitud de 

emplazamiento por edictos, presentada desde el 4 de abril de 2018. 

Igualmente, solicitó que se declare no ha lugar la moción de 
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desestimación y moción de nulidad de emplazamientos, presentada 

por la señora López Rodríguez. 

Así las cosas, el 26 de julio de 2018, la parte peticionaria 

presentó una Solicitud de Desestimación de la Demanda por Falta de 

Parte Indispensable. Mediante esta, indicó que, a tenor con el 

reciente caso de Bernier González v. Rodríguez Becerra, 2018 TSPR 

114, 200 DPR ___, procedía la desestimación sin perjuicio de la 

demanda por no haberse emplazado a la codemandada Martínez 

Ramos dentro del término improrrogable de 120 días que dispone la 

Regla 4.3(c) de Procedimiento Civil. Conforme a ello, a falta de parte 

indispensable, procedía la desestimación de la demanda. 

Se celebró la vista el 1 de agosto de 2018, según pautada. Los 

abogados estipularon lo siguiente: (i) los emplazamientos a los 

menores de edad fueron perfeccionados; (ii) el 9 de marzo de 2018 

se presentó demanda y se expidió emplazamiento; (iii) el 4 de abril 

de 2018, el demandante solicitó que se autorizara la expedición del 

emplazamiento por edicto, pero no se autorizó; y (iv) el término de 

120 días contados a partir de la presentación de la demanda y la 

expedición de los emplazamientos culminó el 7 de julio de 2018.8 

Luego de escuchar los argumentos de las partes, el foro 

primario declaró no ha lugar la moción de desestimación presentada 

por la parte peticionaria. Autorizó el emplazamiento por edicto de la 

señora Ayleen Martínez Ramos y ordenó a la Secretaría a expedirlo 

a la mayor brevedad. El 2 de agosto de 2018, el TPI dictó una 

Resolución9 mediante la cual declaró “No Ha Lugar” la Solicitud de 

Desestimación de la Demanda por falta de parte indispensable. El 

tribunal analizó el tracto procesal del caso y lo resuelto por el 

Tribunal Supremo en el caso de Bernier González v. Rodríguez 

Becerra, supra. Concluyó que el citado caso es distinguible de los 

                                                 
8 Véase Minuta, ibidem, página 66. 
9 Véase Anejo 12, ibidem, pág. 59-63 



 
 

KLCE201801171 

 

8 

hechos del caso que nos ocupa. Ello pues, según razonó, desde el 4 

de abril de 2018, la parte demandante había solicitado la 

autorización de emplazamiento por edicto de la señora Martínez 

Ramos. A pesar de haber sido autorizado por el tribunal y la parte 

haber cumplido con los proyectos de orden y emplazamiento, el 

mismo nunca fue expedido. Así pues, el foro primario determinó que 

el término para emplazar por edictos nunca comenzó a decursar. 

“Nótese que cuando la Secretaría no expide el emplazamiento el 

mismo día, el tiempo que demore en hacerlo será el mismo tiempo 

adicional que los tribunales otorgarán para ser diligenciados”, según 

reza la Resolución. Concluyó que, dado que el Municipio puede 

emplazar por edictos, el asunto de falta de jurisdicción por falta de 

parte indispensable resultaba prematuro. 

En desacuerdo, la parte peticionaria presentó el certiorari que 

nos ocupa y señaló el siguiente error: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia 
al ordenar el 1 de agosto de 2018 se expida el 
emplazamiento por edicto para Ayleen Martínez Ramos, 

a pesar de que ya se había expedido un primer 
emplazamiento personal para ella el 9 de marzo de 2018 
y el término improrrogable de su diligenciamiento 

estaba vencido desde el 7 de julio de 2018 sin que se le 
emplazara, todo ello bajo la premisa de que comenzó a 

decursar un segundo término de 120 días para 
emplazarla contado a partir de expedirse este segundo 
emplazamiento. 

 

Previa solicitud de la parte peticionaria, paralizamos los 

procedimientos ante el TPI mediante una Resolución emitida el 23 

de agosto de 2018. El 31 de agosto de 2018, el Municipio de Culebra 

presentó un alegato en oposición. Analizados los planteamientos de 

las partes, resolvemos. 

III. 

 Habida cuenta del error imputado al TPI, mencionaremos, a 

continuación, algunas normas, figuras jurídicas, máximas, 

casuística y doctrinas atinentes al caso que nos ocupa. 
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 El emplazamiento: 

El emplazamiento constituye “el paso inaugural del debido 

proceso de ley que viabiliza el ejercicio de la jurisdicción judicial” 

dentro de nuestro sistema adversativo.  Acosta v. ABC, Inc., 142 DPR 

927 (1997); Reyes v. Oriental Fed. Savs. Bank, 133 DPR 15, 22 

(1993); Pagán v. Rivera Burgos, 113 DPR 750, 754 (1983). Por un 

lado, el emplazamiento persigue notificar a la parte demandada en 

un pleito civil que se ha instado una reclamación judicial en su 

contra y garantizarle su derecho a ser oído y defenderse. Banco 

Popular v. S.L.G. Negrón, 164 DPR 855, 863 (2005); Datiz v. Hospital 

Episcopal, 163 DPR 10, 15 (2004); Bco. Central Corp. v. Capitol Plaza, 

Inc., 135 DPR 760, 763 (1994).  De otra parte, constituye el medio 

por el cual los tribunales adquieren jurisdicción sobre la persona del 

demandado, de forma tal que éste quede obligado por el dictamen 

que finalmente se emita. Banco Popular v. S.L.G. Negrón, supra; 

Márquez v. Barreto, 143 DPR 137, 142-143 (1997). “Una vez 

emplazado, el demandado podrá comparecer al juicio, ejercer su 

derecho a ser oído y presentar prueba a su favor.” Bernier González 

v. Rodríguez Becerra, supra, citando a Banco Popular v. S.L.G. 

Negrón, supra. 

El adecuado diligenciamiento del emplazamiento constituye 

un imperativo constitucional del debido proceso de ley, por lo que se 

exige un cumplimiento estricto cuando de obedecer sus requisitos 

se trata. Chase Manhattan Bank v. Polanco Martínez, 131 DPR 530, 

535 (1992); Rodríguez v. Nasrallah, 118 DPR 93, 98 (1986).  

Las Reglas de Procedimiento Civil reconocen tres (3) métodos 

para diligenciar el emplazamiento. La Regla 4.4 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V R. 4.4, provee para el emplazamiento personal, 

mediante entrega personal de una copia de la demanda y del 

emplazamiento a la parte demandada, en cuyo caso la persona que 

diligencia el emplazamiento deberá cumplir con ciertas cualidades 
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dispuestas en las Reglas de Procedimiento Civil.  El segundo método 

es la solicitud de renuncia al emplazamiento personal a la parte 

demandada, para lo cual debe cumplirse con los requisitos 

establecidos en la Regla 4.5 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V 

R. 4.5. El tercer modo de emplazamiento es el emplazamiento 

mediante edictos, según establece la Regla 4.6 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V R. 4.6 

En cuanto al término en que el emplazamiento deberá ser 

diligenciado, la Regla 4.3(c) de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 4.3(c), dispone que éste será diligenciado en el término de 

ciento veinte (120) días a partir de la presentación de la demanda o 

de la fecha de expedición del emplazamiento por Edicto. El citado 

inciso (c) dispone: 

(c) El emplazamiento será diligenciado en el 
término de ciento veinte (120) días a partir de la 

presentación de la demanda o de la fecha de 
expedición del emplazamiento por edicto. El 
Secretario o Secretaria deberá expedir los 

emplazamientos el mismo día en que se presenta la 
demanda. Si el Secretario o Secretaria no los expide el 

mismo día, el tiempo que demore será el mismo tiempo 
adicional que los tribunales otorgarán para diligenciar 
los emplazamientos una vez la parte demandante haya 

presentado de forma oportuna una solicitud de 
prórroga. Transcurrido dicho término sin que se haya 

diligenciado el emplazamiento, el tribunal deberá dictar 
sentencia decretando la desestimación y archivo sin 
perjuicio. Una subsiguiente desestimación y archivo por 

incumplimiento con el término aquí dispuesto tendrá el 
efecto de una adjudicación en los méritos. (Énfasis 
nuestro) 

 

En el caso de Bernier González v. Rodríguez Becerra, supra, el 

Tribunal Supremo determinó que el término de 120 días que impone 

la Regla 4.3(c) de Procedimiento Civil para emplazar personalmente 

es improrrogable. En el citado caso, el TPI autorizó una prórroga 

para emplazar personalmente transcurridos 100 de los 120 días 

dispuestos en la regla para emplazar. En consecuencia, el tribunal 

extendió el término para emplazar personalmente pasados los 120 

días reglamentarios. El 7 de marzo de 2014, pasados 142 días de la 

presentación de la demanda y de la expedición de los 



 
 

 
KLCE201801171 

    

 

11 

emplazamientos por la Secretaría, la parte recurrida en dicho caso 

solicitó el emplazamiento por edictos. Luego de analizar el tracto 

legislativo de la Regla 4.3 de Procedimiento Civil, supra, nuestro 

Máximo Foro concluyó que el término de 120 días para diligenciar 

el emplazamiento era improrrogable. Ello, siempre y cuando el 

emplazamiento fuere expedido por la Secretaría. Vencido dicho 

término sin que la parte diligenciara el emplazamiento personal 

procedía la desestimación de la demanda. 

De otra parte, surge de la propia Regla 4.3(c) que si la 

Secretaría del tribunal de primera instancia no expidiera los 

emplazamientos el mismo día en que se presentó la demanda, el 

tiempo que se demore la Secretaría será el mismo tiempo adicional 

que el tribunal otorgará para diligenciar el emplazamiento. Id. 

Sin embargo, es sabido que “[p]ara que 
comience a decursar ese término, es requisito no 

solamente que se haya presentado la demanda y 
sometido el emplazamiento correspondiente sino, 

además, que el emplazamiento sea expedido por el 
tribunal”.10 Esto, unido a que la propia regla establece 
que el tiempo que se demore la Secretaría en expedir los 

emplazamientos será el mismo tiempo adicional que 
otorgarán los tribunales, nos lleva a concluir que no se 

trata de solicitar una prórroga como tal. Mas bien, se 
trata del deber de presentar una moción al tribunal 
solicitando la expedición de los emplazamientos.11 En 

consecuencia, una vez la Secretaría expide el 
emplazamiento, entonces comenzará a transcurrir el 
término de 120 días. Por eso, no se trata en realidad de 

una prórroga debido a que en ninguna de estas 
circunstancias la parte contará con más de 120 días. 

Véase Bernier González vs. Rodríguez Becerra, supra. 
(Énfasis nuestro) 

 

De otra parte, aunque el diligenciamiento personal del 

emplazamiento es el método más idóneo para adquirir jurisdicción 

sobre la persona, por vía de excepción, las Reglas de Procedimiento 

Civil autorizan emplazar por Edicto.  Banco Popular v. S.L.G. Negrón, 

a la pág. 865. Así, cuando la persona a ser emplazada esté fuera de 

Puerto Rico o que, estando en Puerto Rico, no puede ser localizada 

                                                 
10 Citando a Bco. Des. Eco. v. AMC Surgery, 157 DPR 150, 155 (2002) y Torres 
Zayas v. Montano Gómez, 2017 TSPR 202, 199 DPR ___ (2017). 
11 Bco. Des. Eco. v. AMC Surgery, a la pág. 156. 
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después de realizadas las diligencias pertinentes, procede que su 

emplazamiento se realice a través de la publicación de un Edicto. Id.  

Cónsono con lo anterior, la Regla 4.6 de Procedimiento Civil 

de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 4.6, dispone sobre el emplazamiento por 

edictos y su publicación, lo siguiente: 

(a)  Cuando la persona a ser emplazada esté fuera de 
Puerto Rico, o que estando en Puerto Rico no pudo 

ser localizada después de realizadas las diligencias 
pertinentes, o se oculte para no ser emplazada, o si 
es una corporación extranjera sin agente residente, 

y así se comprueba a satisfacción del tribunal 
mediante declaración jurada que exprese dichas 

diligencias, y aparezca también de dicha 
declaración, o de la demanda presentada, que existe 
una reclamación que justifica la concesión de un 

algún remedio contra la persona que ha de ser 
emplazada, o que dicha persona es parte apropiada 

en el pleito, el tribunal podrá dictar una orden para 
disponer que el emplazamiento se haga por un 
edicto. No se requerirá un diligenciamiento negativo 

como condición para dictar la orden que disponga 
que el emplazamiento se haga por edicto.  

 

IV. 

 En su único señalamiento de error, la parte peticionaria 

sostuvo que el tribunal de primera instancia incidió al ordenar el 1 

de agosto de 2018 la expedición del emplazamiento por edicto para 

la señora Ayleen Martínez Ramos. Esto, a pesar de que ya se había 

expedido un primer emplazamiento personal para dicha 

codemandada el 9 de marzo de 2018, y el término improrrogable 

para su diligenciamiento estaba vencido desde el 7 de julio de 2018. 

La parte peticionaria señaló que el foro a quo erró al concluir que 

comenzó a transcurrir un nuevo término de 120 días a partir de 

expedirse este segundo emplazamiento. No le asiste razón. Veamos 

detenidamente. 

 Los hechos del presente caso son claramente distinguibles del 

caso de Bernier González v. Rodríguez Becerra, supra. Cual 

previamente discutido, en el presente caso, el Municipio de Culebra 

presentó una solicitud para emplazar por edictos el 4 de abril de 

2018, es decir, 26 días luego de presentarse la demanda y expedirse 
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los emplazamientos. Esta solicitud de emplazamiento por edictos fue 

autorizada por el tribunal dentro del término de 120 días dispuesto 

en la Regla 4.3(c) para diligenciar el emplazamiento. El foro primario 

solicitó proyecto de orden y emplazamiento por edicto, el cual fue 

finalmente acogido por el tribunal a quo el 24 de mayo de 2018. A 

esta fecha, aun el término de 120 días para diligenciar el 

emplazamiento no había culminado. 

Ahora bien, a pesar de haber solicitado dentro del término la 

expedición del emplazamiento por edicto, la Secretaría del TPI no 

expidió el referido emplazamiento. Conforme el texto claro de la 

Regla 4.3(c), el término de 120 días para emplazar por edictos 

comenzará a transcurrir a partir del momento en que la Secretaría 

los expide. No erró el TPI al concluir que el término para emplazar 

por edictos comenzará a partir de la expedición de los 

emplazamientos por la secretaría. 

Los hechos antes reseñados son distinguibles de los hechos 

en el caso que cita la parte peticionaria, Bernier González v. 

Rodríguez Becerra, supra. En dicho caso, los recurridos solicitaron 

una prórroga para diligenciar el emplazamiento personal. El efecto 

de la prórroga fue extender el término del diligenciamiento fuera de 

los 120 días contemplados en la Regla 4.3(c), supra. Al día número 

142, los recurridos solicitaron el emplazamiento por edictos. 

Claramente, los hechos son distinguibles. Como ya mencionamos, 

en el caso que nos ocupa, la solicitud de emplazamiento por edictos 

se hizo antes de que transcurriese un mes de presentada la 

demanda (a los veintiséis días para ser precisos). 

No escapa nuestro análisis la opinión concurrente de la Jueza 

Asociada Pabón Charneco en el citado caso de Bernier González v. 

Rodríguez Becerra, supra: 

 Los recurridos no lograron diligenciar los 
emplazamientos ni solicitaron emplazar por edictos 
dentro del término dispuesto en la Regla 4.3(c) de 

Procedimiento Civil de 2009, 31 LPRA Ap. V. Si los 
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recurridos hubieran solicitado emplazar por edictos 
dentro del término dispuesto, estos hubieran tenido 

120 días para emplazar desde la fecha de expedición 
del emplazamiento por edicto.” (Énfasis nuestro) 

 

 El Municipio de Culebra, en efecto, solicitó emplazar por 

edictos dentro del término dispuesto y, por consiguiente, cuenta con 

120 días para diligenciar el emplazamiento a la señora Ayleen 

Martínez Ramos, a partir de la fecha de su expedición por la 

secretaría. No se puede penalizar a una parte con la severa sanción 

de la desestimación por una dilación de la Secretaría del TPI al 

expedir los emplazamientos. Surge del trámite procesal que dicha 

parte actuó de forma responsable y diligente y no procede la 

desestimación de la demanda. La postura de la parte peticionaria en 

el presente caso es contraria a derecho y a los valores sobre los 

cuales están cimentadas las Reglas de Procedimiento Civil. 

V. 

 En mérito de lo anterior, expedimos el auto de certiorari y 

confirmamos la Resolución recurrida. En consecuencia, se deja sin 

efecto la paralización de los procedimientos ante el Tribunal de 

Primera Instancia. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

                                              
   Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


